
C.A. de Santiago

Santiago, veinte  de mayo de dos mil veinticuatro.

A los escritos folios 19, 21, 22, 23, 24, 25, 26 y 27: a todo, 

t ngase presente.é

Vistos y teniendo presente:

Primero:  Que, comparece los abogados Miguel Sch rmannü  

Opazo,  Ignacio  Pav n  Verdugo  y  Antonia  Mart nez  Vargas,ó í  

actuando  en  representaci n  de  don  ó Rodrigo  Topelberg  

Kleinkopf , quienes interponen acci n constitucional del amparo enó  

contra de la resoluci n de fecha 19 de abril de 2024, dictada por laó  

Primera Sala de la Corte de Apelac iones de Santiago , en 

causa  Rol  Ingreso  Corte  2347-2024,  la  que  consideran  ilegal  y 

arbitraria  al  vulnerar  las  garant as  constitucionales  de  libertadí  

personal y seguridad individual.

Exponen antecedentes de contexto, explicando que en el mes 

de abril de 2023 la Comisi n para el Mercado Financiero (CMF)ó  

inici  una investigaci n contra STF Capital  Corredores  de Bolsaó ó  

SpA, compa a en la que Rodrigo Topelberg es accionista indirectoñí  

a  trav s  de  Inversiones  DAS  Limitada.  Tras  suspender  lasé  

actividades  de  STF  Capital,  la  CMF  formul  cargos  contra  laó  

empresa,  sus  due os  y  directivos  por  infracciones  a  la  Ley  deñ  

Mercado de Valores. Agregan que Rodrigo Topelberg fue declarado 

interesado en este  procedimiento sancionatorio por su calidad de 

accionista indirecto, pero no se le formularon cargos. 

Refieren que el 31 de julio de 2023, el amparado se querelló 

por  los  delitos  de  entrega  de  informaci n  falsa,  manipulaci nó ó  

burs til  y  administraci n  desleal,  teniendo  como  base  los  cargosá ó  

formulados por la CMF. Asimismo, aducen que con la ampliaci nó  
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de su querella  el  3 de agosto de 2023, nominalmente contra los 

hermanos Daniel y Ariel Sauer, revel  p blicamente la creaci n deó ú ó  

un mecanismo ilegal y defraudatorio de financiamiento a trav s deé  

facturas  ideol gicamente  falsas  transadas  por  las  sociedadesó  

Inversiones DAS Limitada y Factop SpA, en las que Topelberg es 

socio  minoritario  junto  a  los  querellados,  lo  que  dio  inicio  al 

denominado "Caso Factop".

Sostienen que en un audio filtrado en noviembre de 2023 de 

una  conversaci n  entre  Daniel  Sauer  y  otros,  se  evidencia  queó  

Rodrigo  Topelberg  no  ten a  conocimiento  del  esquemaí  

defraudatorio, al referirse a l como un tercero "apanicado" a quiené  

debat an si deb an informarle de los il citos. Sin embargo, reclamaní í í  

que el 4 de abril de 2024, se despacha orden de detenci n contra eló  

amparado y otros imputados, por lo que, al enterarse de la orden en 

su contra, el sr. Topelberg se entreg  voluntariamente. ó

Plantean  que,  en  la  audiencia  del  8  de  abril  de  2024,  el 

Ministerio P blico formaliz  la investigaci n Rit 4866-2023 por 9ú ó ó  

grupos de hechos, de los cuales solo siete se imputan a Topelberg. 

A aden que,  no se le  imputan delitos  tributarios  por emisi n deñ ó  

facturas  falsas.  En este sentido, aseveran que en tres de los siete 

hechos, las v ctimas no se querellaron nominativamente contra l. í é

Explican que, tras tres d as de debate, la Jueza de Garant aí í  

neg  la prisi n preventiva solicitada por la Fiscal a respecto al sr.ó ó í  

Topelberg, fijando en cambio arresto domiciliario parcial y arraigo 

nacional, reconociendo su colaboraci n sustancial con una posibleó  

aplicaci n del art culo 64 de la Ley de Delitos Econ micos. Frente aó í ó  

esto,  m ltiples  intervinientes  apelaron  para  sustituir  las  medidasú  

cautelares del amparado por prisi n preventiva. ó
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As  las  cosas,  manifiestan  que  el  19  de  abril  de  2024,  laí  

Primera  Sala  del  Tribunal  de  alzada  capitalino,  acogi  lasó  

apelaciones  y  revoc  la  resoluci n  del  4  Juzgado  de  Garant a,ó ó º í  

decretando la prisi n preventiva del sr. Topelberg. Argumentan queó  

dicha  resoluci n  de  la  Corte  infringe  el  art culo  19  N 7  de  laó í °  

Constituci n y las normas legales pertinentes, vulnerando la libertadó  

personal y seguridad individual del amparado.

Segundo: Que,  en  lo  medular,  se  esgrimen las  siguientes 

consideraciones para fundar la ilegalidad de la resoluci n dictadaó  

por esta Corte,  que al  revocar  la  del  tribunal  a quo,  decret  laó  

prisi n preventiva del amparado:ó

A.-  Resoluci n  agraviante  se  fund  en  alegaciones  que  noó ó  

fueron vertidas en la vista de la causa y, adem s, omiti  considerará ó  

argumentos cruciales de esta defensa, como la configuraci n de laó  

atenuante prevista en el art culo 11 N  7 del C digo Penal a la horaí º ó  

de efectuar la prognosis de pena potencialmente aplicable.

Sostiene que la circunstancia que la sentencia se haya fundado 

en alegaciones que no fueron vertidas en audiencia radica en que se 

impide a la defensa ejercer adecuadamente su labor, toda vez que 

agrega argumentos nuevos que, como tales, no pueden ser refutados 

por quienes representan a los imputados.

Por otro lado, omite a argumentos esgrimidos por la defensa, 

como la procedencia de las atenuantes previstas en el art culo 11 Ní ° 

7 y 8, sin analizar que su representado prest  una cooperaci n m só ó á  

intensa  que  la  exigida  por  el  C digo  Penal,  que  satisfaceó  

circunstancias  atenuantes  de  responsabilidad  penal  diversas,  pues 

permite impedir ulteriores consecuencias del agotamiento del delito, 

perniciosas  tanto  para  intereses  individuales  como  colectivos. 
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Puntualiza que la cooperaci n de su representado sirvi  de g nesisó ó é  

del  caso  correspondiente,  en  tanto,  aport  los  antecedentes  queó  

constituyen el grueso del material probatorio disponible y devel  taló  

fraude, advertido a la sociedad y entreg  su mayor disposici n paraó ó  

el xito de una investigaci n. é ó

B.- Respecto de los presupuestos materiales del delito: Sostiene 

que sobre esta base, la Corte pretendi  encubrir una errada etiquetaó  

de necesidad de cautela .  En este aspecto puntualiza que, en el“ ”  

considerando cuarto, se consideraciones gen ricas sobre tipicidad yé  

participaci n,  presupuestos  materiales  de  las  letras  a)  y  b)  deló  

art culo 140 del CPP, sin aludir realmente a la letra c) del mismoí  

art culoí

Agrega que la circunstancia de que Rodrigo Topelberg forme 

parte de la estructura org nica y con poder de decisi n en Factop,á ó  

no es suficiente para considerarlo autor de los delitos investigados, 

ya  que  de  all  no  se  colige  que  haya  tenido  conocimiento  nií  

intervenci n  en  el  esquema  defraudatorio  que  en  su  seno  seó  

fraguaba.

Refiere que la Corte esgrime como indicio  para fallar  la“ ”  

suspensi n  y  posterior  cancelaci n  de  STF,  en  el  marco  de  unó ó  

procedimiento administrativo sancionatorio seguido ante la Unidad 

de Investigaci n de la CMF. Pero esto no tiene nada que ver con eló  

esquema defraudatorio implementado en Factop en torno a facturas 

falsas, sino que dice relaci n con infracciones administrativas. Ahoraó  

bien,  lo  relevante  es  que  la  resoluci n  soslaya,  que  en  eseó  

procedimiento pretendidamente indiciario no se investig  y no seó  

formularon cargos ni se impusieron sanciones respecto de Rodrigo 

Topelberg.

Código: DLSXXNKCSFR

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



As ,  sostiene  que  la  resoluci n  dictada  por  el  tribunal  deí ó  

alzada no satisface est ndares m nimos de fundamentaci n de unaá í ó  

resoluci n  judicial,  adem s  de  no  mencionar  siquieraó á  

tangencialmente  argumentos  para  fundar  la  satisfacci n  de  laó  

necesidad de cautela, sino que simplemente se est  remitiendo a losá  

presupuestos  materiales  de la  procedencia de la  medida cautelar, 

previstos en los literales a) y b) del art culo 140 del C digo Penal.í ó

C) Falta de fundamentaci n respecto de la satisfacci n de laó ó  

letra c) del art culo 140 del  C digo Procesal  Penal:  la resoluci ní ó ó  

impugnada no contiene una exposici n clara y l gica de las razonesó ó  

a partir de las cuales se tuvo por acreditada la necesidad de cautela 

para  efectos  de  imponer  la  medida  cautelar  m s  gravosa  queá  

contempla nuestro ordenamiento jur dico penal.í

Luego de transcribir la normativa pertinente, plantea que los 

criterios para definir si la libertad del imputado implica o no peligro 

para  la  sociedad  son  claros:  (i)  la  gravedad  del  hecho;  (ii)  la 

gravedad de la pena asignada al delito; (iii) el n mero de delitos queú  

se  le  imputare  y el  car cter  de los  mismos;  (iv)  la  existencia  deá  

procesos pendientes, y (v) el hecho de haber actuado en grupo o 

pandilla o formando parte de una organizaci n o asociaci n. ó ó

En  cualquier  caso,  esgrime  que  no  basta  con  la  mera 

enunciaci n  de  dichos  criterios  para  entender  que  se  satisface  eló  

est ndar exigido por el art culo 143 del C digo Procesal Penal, sinoá í ó  

que en la legislaci n se exige la fundamentaci n de la resoluci n aó ó ó  

modo de que los juzgadores desarrollen claramente los antecedentes 

calificados  que  se  tuvieron  en  consideraci n  para  decretar  unaó  

medida  cautelar  tan  gravosa  como  la  prisi n  preventiva.  Sinó  

embargo,  la  resoluci n  dictada  por  los  jueces  recurridos,  en  suó  
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considerando octavo, no recoge siquiera alguno de los criterios del 

art culo 140 del C digo Procesal Penal.í ó

A  mayor  abundamiento,  ni  la  forma  y  circunstancia  de 

comisi n,  ni  la  reiteraci n  de  il citos,  ni  la  pluralidad  de  bienesó ó í  

jur dicos  tutelados,  ni  los  grados  de  intervenci n  de  autor ,í “ ó ”  

esgrimidos  en  la  resoluci n  que  origina  el  presente  arbitrio,  sonó  

criterios que, a la luz del art culo 140 letra c) del C digo Procesalí ó  

Penal deban ser considerados para efectos de estimar si la libertad 

de  una  persona  constituye  un  peligro  para  la  seguridad  de  la 

sociedad. 

En efecto, m s all  de los criterios enumerados aisladamente,á á  

parece fluir del fallo de la Corte que el nico argumento en el cualú  

funda la necesidad de cautela es en una supuesta prognosis de pena 

de cumplimiento efectivo. Y para llegar a dicha prognosis de pena, 

menciona  una  serie  de  elementos  que,  m s  all  de  no  estará á  

contemplados en la letra c) del art culo 140 del CPP, tampoco soní  

suficientes, a la luz de las reglas de determinaci n de la pena deó  

nuestro sistema, para arribar a dicha conclusi n.ó

En este aspecto, refiere que a su representado le favorec an, aí  

lo menos, las circunstancias atenuantes del art culo 11 N  6, 7, 8 y 9í º  

del C digo Penal. La primera, no discutida; la segunda y la tercera,ó  

groseramente omitidas en la resoluci n  y, la cuarta, erradamente“ ó ”  

descartada. As , la concurrencia de cuatro circunstancias atenuantesí  

y la inexistencia de agravantes puede conducir al Tribunal a rebajar 

hasta en tres grados la pena, conforme autoriza el art culo 68 delí  

C digo Penal (o en dos grados, si seguimos la norma del art culoó í  

67).  As ,  lo  relevante,  es  que  la  rebaja  por  el  n mero  deí ú  
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circunstancias atenuantes torna en implausible cualquier pretensi nó  

de una prognosis de pena de cumplimiento efectivo. 

D) El fallo rechaza injustificadamente la configuraci n de unaó  

colaboraci n sustancial por parte de nuestro representado: explicaó  

que  la  posible  configuraci n  de  la  atenuante  de  colaboraci nó ó  

sustancial  no  es  necesariamente  una  cuesti n  de  fondo.  Por  eló  

contrario,  la  colaboraci n  sustancial  es  normalmente  consideradaó  

por los tribunales al momento de determinar una prognosis de pena, 

a prop sito de la discusi n sobre medidas cautelares. ó ó

En esa  l nea,  enfatiza,  los  argumentos  esgrimidos  por  estaí  

parte resultaron suficientes ante los ojos de la Jueza de Garant aí  

para considerar que incluso podr a aplicarse a nuestro representadoí  

la atenuante calificada de cooperaci n eficaz prevista por el art culoó í  

64 de la Ley de Delitos Econ micos,  motivo por el  cual decidió ó 

decretar a su respecto una cautelar menos intensa como el arresto 

domiciliario nocturno.

A ade que, teniendo en cuenta los  numerosos  antecedentesñ  

relativos  a  la  colaboraci n  de  don  Rodrigo  Topelberg  en  estaó  

investigaci n,  no  cabe  sino  estimar  que  no  existe  necesidad  deó  

cautela alguna que justifique sobre ste la imposici n de la medidaé ó  

cautelar m s gravosa de nuestro ordenamiento jur dico penal. á í

Por otro lado,  refiere,  la  configuraci n de la  atenuante deló  

art culo 11 N 9 del C digo Penal, no requiere la existencia de unaí ° ó  

autodenuncia,  la  que  implica  una  confesi n,  atenuante  que  seó  

enmarcar a en el 11 N  8 del mismo cuerpo legal. En consecuencia,í º  

que no haya existido nominalmente autodenuncia no impide que se 

pueda apreciar colaboraci n sustancial. ó
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En cualquier caso, no resulta admisible jur dicamente el queí  

se le prive en forma autom tica de la atenuante de colaboraci ná ó  

sustancial a don Rodrigo Topelberg por el simple hecho de que no 

ste haya titulado sus querellas con la etiqueta de autodenuncias ,é “ ”  

menos  aun  considerando  que  sus  acciones  penales  fueron 

presentadas contra todos quienes resulten responsables.  Puntualiza 

que su representado s  se autodenunci  y lo hizo ante la entidadí ó  

especializada, que es la CMF.

Por otra parte, los jueces del tribunal de alzada vulneran el 

principio de deferencia al experto y la accesoriedad administrativa 

como criterios que ratifican la colaboraci n sustancial de Rodrigoó  

Topelberg, pretendiendo reemplazar la evaluaci n que de los hechosó  

realizaron  diversos  organismos  especializados.  En  esta  materia, 

sostiene, hay jurisprudencia concordante y continua en relaci n conó  

que las decisiones judiciales han de verse limitadas, necesariamente, 

por las calificaciones jur dicas efectuadas por organismos t cnicos,í é  

como lo son la CMF y el SII. 

De all  que apreciar la intervenci n del sr. Topelberg en losí ó  

hechos imputados como una que exhibe car cter punible, implicaá  

reemplazar el juicio de los rganos mencionados que declararon, enó  

sendos actos administrativos individuales que impusieron sanciones o 

dedujeron querellas, que el amparado no tuvo participaci n en losó  

hechos  que,  posteriormente,  fueron  denunciados  al  Ministerio 

P blico ú

E)  La  falta  de  pronunciamiento  de  la  Corte  sobre  las 

atenuantes del art culo 11 N  7 y 8 del C digo Penal, por cuanto losí º ó  

antecedentes  dan  cuenta  que  se  trat  de  impedir  sus  ulterioresó  

perniciosas consecuencias de los hechos delictivos cometidos por los 
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coimputados y, adem s,  su representado jam s se ha sustra do de laá á í  

acci n de la justicia, sino al contrario: concurri  voluntariamente aló ó  

lugar en que Carabineros se hab a apersonado para detenerlo. í

En efecto, fue a trav s de la develaci n por parte de Rodrigoé ó  

Topelberg que se destap  el caso Factop y, consecuentemente, queó  

se  puso  un  freno  al  esquema  defraudatorio  de  los  Sauer.  Es 

precisamente a partir de ese momento que no s lo los inversionistasó  

tomaron conocimiento de que estaban siendo defraudados, sino que 

tambi n comenzaron a querellarse, pues a diferencia de lo que haé –  

sostenido  el  Ministerio  P blico  anteriormente  solo  exist a  unaú – í  

querella por apropiaci n indebida, en que los hechos imputados seó  

describen  en  el  marco  de  una  interacci n  patrimonial  corrienteó  

entre  dos  sujetos  jur dicos,  pero  no  dentro  de  un  entramadoí  

defraudatorio complejo.

Por otro lado, como se anunci , jam s ha eludido la acci n deó á ó  

la  justicia.  Por  el  contrario,  (i)  denunci  ante  el  SII,  (ii)  seó  

autodenunci  ante la CMF, (iii) interpuso querellas criminales y, (iv)ó  

al enterarse que se despach  una orden de detenci n y lo fueron aó ó  

buscar  a  una  casa  en  la  que  ya  no  resid a,  se  entregí ó 

voluntariamente.

Concluye  refiriendo,   sobre  la  necesidad  de  cautela,  que 

queda  en  evidencia  que  respecto  de  nuestro  representado  (i)  se 

configura la circunstancia atenuante del art culo 11 N 6 del C digoí º ó  

Penal,  (ii)  las  atenuantes  de  los  N s  7  y  8  fueron  invocadas  yº  

debidamente fundadas, pero la Corte ni siquiera las tematiz  en suó  

sentencia, infringiendo abiertamente al deber de fundamentaci n deó  

las  resoluciones  judiciales;  y  (iii)  la  atenuante  del  N 9 concit  laº ó  

mayor a del debate y el grueso de la resoluci n, pero la Corte laí ó  
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desestim  en  base  a  argumentaciones  re idas  con  el  correctoó ñ  

entendimiento de la misma, atentando contra su propio tenor literal 

e incluso la propia jurisprudencia de los Tribunales Superiores de 

Justicia.

En definitiva, se solicita adoptar las medidas necesarias para 

restablecer el imperio del derecho, dejando sin efecto la resoluci nó  

de  19  de  abril  de  2024  que  ordena  la  prisi n  preventiva  deló  

amparado don Rodrigo Topelberg.

Tercero:  Que,  evacuando  informe  don  Jorge  Zepeda 

Arancibia, don Alejandro Rivera Mu oz, Ministros Titulares, y do añ ñ  

Paola Herrera Fuenzalida, Abogada Integrante, quienes solicitan el 

rechazo  de  la  acci n  constitucional  intentada,  por  cuanto,  a  suó  

juicio, en el pronunciamiento que se cuestiona por esta v a se dieroní  

cumplimiento a todas las exigencias legales que hac an procedenteí  

decretar la prisi n preventiva del amparado.ó

Se alan que, al resolver la apelaci n que dio origen al ingresoñ ó  

Rol  Penal  N  2347-2024,  examinaron  la  situaci n  procesal  del° ó  

imputado  Topelberg  Kleinkopf,  concluyendo  que  a  su  respecto 

concurr an  los  presupuestos  materiales  de  la  prisi n  preventivaí ó  

contemplados  en  las  letras  a)  y  b)  del  art culo  140  del  C digoí ó  

Procesal Penal, en atenci n a su activa intervenci n en la obtenci nó ó ó  

de  recursos  a  trav s  de  documentos  mercantiles  aparentes  yé  

cuestionados  formal  e  ideol gicamente,  integrando  adem s  laó á  

estructura  org nica  y  con  poder  de  decisi n  en  la  sociedadá ó  

investigada "FACTOP", todo lo cual configuraba las  hip tesis  deó  

autor a  de  los  art culos  15  del  C digo  Penal  y  140 letra  b)  delí í ó  

C digo Procesal Penal, en el estado preliminar en que se encontrabaó  

la investigaci n.ó
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En efecto, se estim  que en la din mica factual se apreci  unaó á ó  

activa intervenci n del imputado en la obtenci n de recursos; asó ó í 

como en el mecanismo de respaldo e incorporaci n de numerososó  

documentos  mercantiles  aparentes,  los  que  fueron  cuestionados 

formal  como  ideol gicamente,  aspecto  este  ltimo  que  no  fueó ú  

desvirtuado en esta audiencia.

Igualmente, el mencionado integraba la estructura org nica yá  

con  poder  de  decisi n  en  la  sociedad  investigada,  denominadaó  

FACTOP , a lo que se agrega el indicio que genera la sanci n y“ ” ó  

suspensi n previa que ya el regulador estatal le hab a impuesto a laó í  

Corredora relacionada, ello por infracci n a la Ley de Mercados, loó  

que no sirvi  de bice a continuar con las maniobras calificadas deó ó  

delictuales por los intervinientes.

As ,  refieren  que  juicio  de  estos  informantes,  toda  estaí  

intervenci n  m ltiple  se  encuadr ,  en  el  estado  preliminar  queó ú ó  

registraba la investigaci n a la fecha de la vista del ingreso, en lasó  

hip tesis del art culo 15 del C digo Penal, esto es, como autor conó í ó  

dominio de los  hechos criminales  por los  que fue formalizado y, 

eventualmente en la de autor c mplice, intervenci n veros mil en losó ó í  

t rminos que se ala la letra b) del art culo 140 del C digo Procesalé ñ í ó  

Penal.

Respecto  de  planteamientos  referidos  a  concurrencia  de 

minorantes o colaboraciones investigativas de relevancia, se se alñ ó 

que corresponde a materias de fondo, las que deben discutirse en la 

etapa  procesal  penal  respectiva,  que  no  es  otra  que  la  de  un 

eventual  juicio  oral,  sin  perjuicio  que  los  elementos  de  juicio 

entregados a su respecto no permitieron un juicio de probabilidad 

certero.
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Finalmente,  cumplidos  los  presupuestos  materiales  de  la 

prisi n preventiva de las  primeras  dos letras  del  art culo 140 deló í  

C digo  Procesal  Penal,  correspondi  analizar  la  necesidad  deó ó  

cautela de su letra c), y en ese cap tulo, consideramos la forma yí  

circunstancias de comisi n; la reiteraci n de il citos; la pluralidad deó ó í  

bienes jur dicos tutelados; los grados de intervenci n de autor en losí ó  

m ltiples  acontecimientos  delictuales;  el  proceder  en  grupo  oú  

pandilla,  todos los  cuales  permitieron configurar  que,  la  eventual 

sanci n que arriesga por ellos, a manera de prognosis futura, seró á 

efectiva  y  sin  posibilidades  de  otorgamiento  de  penas  sustitutivas 

contempladas  en  la  Ley  N  18.216,  modificada  por  la  Ley  N° ° 

20.603.

Por ello es que, cumplidas, en relaci n al imputado Topelbergó  

Kleinkopf, todas las exigencias normativas que hacen procedente la 

prisi n preventiva y, constituyendo su libertad un peligro para laó  

seguridad de la sociedad,  es que resolvimos decretarla y por ello 

revocamos  la  cautelar  original  de  arresto  domiciliario  parcial 

apelada por las contrarias que se le hab a fijado en sede de garant a,í í  

disponiendo en cambio su prisi n preventiva.ó

Cuarto:  Que conforme al  art culo  21  de  la  Constituci ní ó  

Pol tica de la Rep blica, el recurso de amparo tiene por objeto velarí ú  

por las formalidades legales, adoptar las providencias necesarias para 

restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protecci nó  

del afectado, cuando ste se hallare arrestado, detenido o preso, coné  

infracci n a lo dispuesto en la Carta Fundamental o en las leyes,ó  

pudiendo esta Corte disponer la libertad inmediata del individuo u 

ordenar que se reparen los defectos legales, corrigi ndolos o dandoé  

cuenta a quien corresponda para que los corrija.
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Adem s, el citado arbitrio puede deducirse a favor de todaá  

persona  que  ilegalmente  sufra  cualquiera  otra  privaci n,ó  

perturbaci n  o  amenaza  en  su  derecho  a  la  libertad  personal  yó  

seguridad  individual,  dictando  la  magistratura  las  medidas  que 

estime  conducentes  para  restablecer  el  imperio  del  derecho  y 

asegurar la debida protecci n del amparado.ó

Quinto:  Que, sentado lo anterior, corresponde analizar si la 

resoluci n recurrida cumple con los presupuestos legales requeridos,ó  

los que se han cuestionado por medio del presente recurso.

De  acuerdo  con  el  art culo  36  del  C digo  Procesal  Penalí ó  

dispone  que  Ser  obligaci n  del  tribunal  fundamentar  las“ á ó  

resoluciones  que  dictare,  con  excepci n  de  aquellas  que  seó  

pronunciaren sobre cuestiones de mero tr mite. La fundamentaci ná ó  

expresar  sucintamente, pero con precisi n, los motivos de hecho yá ó  

de derecho en que se basaren las decisiones tomadas.

La simple relaci n de los documentos del procedimiento o laó  

menci n de los medios de prueba o solicitudes de los intervinientesó  

no sustituir  en caso alguno la fundamentaci n .á ó ”

Asimismo, el art culo 140 del citado c digo, prescribe: í ó “Una 

vez  formalizada  la  investigaci n,  el  tribunal,  a  petici n  deló ó  

Ministerio  P blico  o  del  querellante,  podr  decretar  la  prisi nú á ó  

preventiva del imputado siempre que el solicitante acreditare que se  

cumplen los siguientes requisitos:

a) Que existen antecedentes que justificaren la existencia del  

delito que se investigare;

b)  Que  existen  antecedentes  que  permitieren  presumir  

fundadamente que el imputado ha tenido participaci n en el delitoó  

como autor, c mplice o encubridor, yó
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c)  Que  existen  antecedentes  calificados  que  permitieren  al  

tribunal considerar que la prisi n preventiva es indispensable para eló  

xito de diligencias precisas y determinadas de la investigaci n, oé ó  

que la libertad del imputado es peligrosa para la seguridad de la  

sociedad o del ofendido, o que existe peligro de que el imputado se  

d  a la fuga, conforme a las disposiciones de los incisos siguientes.é

Se  entender  especialmente  que  la  prisi n  preventiva  esá ó  

indispensable  para  el  xito  de  la  investigaci n  cuando  existiereé ó  

sospecha grave y fundada de que el imputado pudiere obstaculizar  

la investigaci n mediante la destrucci n, modificaci n, ocultaci n oó ó ó ó  

falsificaci n de elementos de prueba; o cuando pudiere inducir aó  

coimputados,  testigos,  peritos  o  terceros  para  que  informen  

falsamente o se comporten de manera desleal o reticente.

Para estimar si la libertad del imputado resulta o no peligrosa  

para  la  seguridad  de  la  sociedad,  el  tribunal  deber  considerará  

especialmente alguna de las  siguientes  circunstancias:  la  gravedad  

del hecho; la gravedad de la pena asignada al delito; el n mero deú  

delitos que se le imputare y el car cter de los mismos; la existenciaá  

de procesos pendientes, y el hecho de haber actuado en grupo o  

pandilla o formando parte de una organizaci n o asociaci n.ó ó

Se  entender  especialmente  que  la  libertad  del  imputadoá  

constituye un peligro para la seguridad de la sociedad, cuando los  

delitos imputados tengan asignada pena de crimen en la ley que los  

consagra; cuando haya actuado haciendo uso de arma de fuego o  

de las armas se aladas en el art culo 3 de la ley N 17.798, sobreñ í º  

control de armas; cuando el imputado hubiere sido condenado con  

anterioridad por delito al que la ley se ale igual o mayor pena, seañ  

que la hubiere cumplido efectivamente o no; cuando se encontrare  
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sujeto a alguna medida cautelar personal como orden de detenci nó  

judicial  pendiente u otras,  en  libertad  condicional  o gozando de  

alguno de los  beneficios  alternativos  a  la  ejecuci n  de las  penasó  

privativas o restrictivas de libertad contemplados en la ley; cuando,  

en  los  ltimos  dos  a os,  ha  sido  reiteradamente  sometido  a  lasú ñ  

medidas cautelares personales de detenci n, prisi n preventiva o aó ó  

la se alada en el literal a) del inciso primero del art culo 155, siñ í  

stas se han decretado por delitos que tengan asignada pena aflictivaé  

( ) .… ”

Finalmente,  el  art culo  143  de  dicha  norma,  dispone:í  

“Resoluci n sobre la prisi n preventiva. Al concluir la audiencia eló ó  

tribunal se pronunciar  sobre la prisi n preventiva por medio deá ó  

una  resoluci n  fundada,  en  la  cual  expresar  claramente  losó á  

antecedentes calificados que justificaren la decisi n .ó ”

Sexto:  Que, de acuerdo a los antecedentes aportados, lo que 

se solicita a trav s de la acci n de amparo es que se deje sin efectoé ó  

la  resoluci n  dictada  por  esta  Corte  que,  en  lo  que  interesa,  aló  

conocer de los recursos incoados por el Ministerio P blico en contraú  

de  la  resoluci n  que  no  hizo  lugar  a  la  petici n  de  prisi nó ó ó  

preventiva  del  imputado  Topelberg   Kleinkopf,  estableciendo 

medidas cautelares de menor intensidad respecto de este imputado, 

la  revoc ,  decretando  la  prisi n  preventiva  del  imputado,  poró ó  

considerar que se cumpl an los requisitos previstos en el art culo 140í í  

del C digo Procesal Penal.ó

Lo  expuesto,  permite  descartar  el  presente  arbitrio,  por 

cuanto, por su intermedio, esto es, la v a del amparo, se pretendeí  

que esta Corte, vuelva a analizar y valorar los antecedentes que se 

consideraron  en  su  momento  para  dictar  la  resoluci n  deó  
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impugnada,  que  fue  pronunciada  dentro  del  marco  de  las 

competencias que les otorga el C digo Procesal Penal a los juecesó  

informantes. 

La  resoluci n  impugnada  se  dicta  en  el  marco  de  unaó  

formalizaci n del amparado, en la que se abre debate en relaci n aó ó  

la  petici n  de  medidas  cautelares,  sigui ndose  el  procedimientoó é  

previsto en el art culo 122 y siguientes del C digo Procesal Penal,í ó  

marco normativo que faculta al juez para imponer las medidas de 

tal naturaleza. As , las resoluciones que dicte el Juez de Garant a, ení í  

relaci n  a  las  peticiones  de  los  intervinientes,  vinculadas  a  lasó  

medidas cautelares, son susceptibles de ser enmendadas a trav s delé  

conocimiento del  recurso de apelaci n,  por parte  del  tribunal deó  

alzada  correspondiente,  quien  ajust ndose  a  las  peticionesá  

formuladas,  respetando el  marco  regulatorio  del  art culo  140 delí  

c digo antes rese ado,  eval a los antecedentes entregados por losó ñ ú  

intervinientes y emite el pronunciamiento respectivo, y ello fue lo 

que se sucedi  en el presente caso.ó

En  estas  condiciones,  no  resulta  procedente  que  esta  sala, 

reeval e los antecedentes en cuanto al fondo, es decir, las razonesú  

que llevaron a esta Corte a modificar la medida cautelar se alada,ñ  

sino que s lo corresponde revisar si la aludida resoluci n fue dictadaó ó  

en conformidad al procedimiento espec fico que contempla nuestroí  

ordenamiento procesal penal y si se aplicaron las normas jur dicasí  

que regulan la materia.

S ptimo:é  Que, sin perjuicio de lo anterior, entendiendo que 

no procede la revisi n del fondo del asunto, cabe se alar que el s loó ñ ó  

examen  de  la  resoluci n  impugnada  deja  de  manifiesto  que  losó  
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sentenciadores,  al  emitirla,  cumplieron  el  est ndar  deá  

fundamentaci n exigido por la ley.ó

En efecto, la resoluci n impugnada, analiza el cumplimientoó  

de las exigencias de las letras a) y b) del art culo 140 del C digoí ó  

Procesal  Penal,  esto  es,  la  configuraci n  de  los  presupuestosó  

materiales de la cautelar personal de prisi n preventiva respecto deló  

imputado  Topelberg   Kleinkopf,  concluy ndose  que,  de  losé  

antecedentes  expuestos,  se  configuraba  una  participaci n  activaó  

intervenci n del imputado en la obtenci n de recursos; as  como enó ó í  

el  mecanismo  de  respaldo  e  incorporaci n  de  numerososó  

documentos  mercantiles  aparentes,  los  que  fueron  cuestionados 

formal como ideol gicamente. ó

A lo  anterior  se  suma  la  circunstancia  de  estimar  que  el 

imputado era parte de la estructura org nica, con poder de decisi ná ó  

en la sociedad investigada, configur ndose la hip tesis del art culoá ó í  

15 del C digo Penal, esto es, como autor con dominio de los hechosó  

criminales por los que fue formalizado y, eventualmente en la de 

autor c mplice, en los t rminos que se ala la letra b) del art culoó é ñ í  

140 del C digo Procesal Penal.ó

Luego, la resoluci n impugnada, en el fundamento sexto, seó  

hace  cargo de  los  planteamientos  referidos  a  la  concurrencia  de 

minorantes o colaboraci n eficaz, materia que se estim  de fondo,ó ó  

por lo que deb a discutirse en la etapa procesal penal respectiva, siní  

perjuicio de reconocer que este es un elemento de an lisis  de laá  

prognosis de pena en la medida que esta resulte evidente, lo que no 

ocurrir a en este caso por ahora, por no haber existido autodenunciaí  

ni presentaci n autoincriminatoria.ó
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Finalmente, en cuanto a la exigencia la letra c) del art culoí  

140 del C digo Procesal Penal, correspondi  analizar la necesidadó ó  

de  cautela   considerando  que  la  forma  y  circunstancias  de  los 

hechos; la reiteraci n de los il citos; la pluralidad de bienes jur dicosó í í  

tutelados;  los  grados  de  intervenci n  de  autor  en  los  m ltiplesó ú  

acontecimientos  delictuales;  el  proceder  en  grupo  o  pandilla, 

permit a entender que la eventual sanci n que arriesga por ellos, aí ó  

manera  de  prognosis  futura,  ser a  la  de  una  pena  efectiva,  siní  

posibilidad de pena sustitutiva de acuerdo con la Ley N  18.216,°  

modificada por la Ley N  20.603.°

De este  modo, contrariamente  a  lo  sostenido en la  acci nó  

constitucional, la resoluci n impugnada, tiene fundamentos de hechoó  

y  de  derecho para sustentar  su decisi n,  cumpliendo con ello  eló  

est ndar  requerido,  lo  que  impide  su  anulaci n  y  eventualá ó  

enmienda, por la v a del recurso de amparo.í

Por estas consideraciones y con lo dispuesto, adem s, en losá  

art culos 2 N  3 del Decreto Ley N  321 de 1925, 12 del Decretoí ° °  

N  338  de  2019,  ambos  del  Ministerio  de  Justicia;  21  de  laº  

Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica  y  Auto  Acordado  de  laó í ú  

Excma. Corte Suprema sobre tramitaci n  y fallo  del  Recurso deó  

Amparo,  se  rechaza el recurso de amparo deducido en favor de 

don  Rodrigo  Topelberg  Kleinkopf , en contra de la Primera 

Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago.

Reg strese,  comun quese  y  arch vese  en  suí í í  

oportunidad.

N°Amparo-982-2024.
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Pronunciado por la Primera Sala de la C.A. de Santiago integrada por los Ministros (as) Hernan

Alejandro Crisosto G., Sandra Lorena Araya N. y Abogada Integrante Maria Fernanda Vasquez P.

Santiago, veinte de mayo de dos mil veinticuatro.

En Santiago, a veinte de mayo de dos mil veinticuatro, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario

la resolución precedente.
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